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Recensión del libro: “Un nuevo tiempo para la Justicia Penal”

Gonzalo Rodríguez Herbach

Defensoría Penal Pública

En mi calidad de operador del sistema penal y de presidente de la ADEF, se 
me ha convidado a comentar el libro “Un nuevo tiempo para la justicia penal. Ten-
siones, amenazas y desafíos”, escrito por las profesoras María Angélica Jiménez, 
Tamara Santos y Paula Medina de la Universidad Central.

Como primer punto relevante me parece que se debe felicitar el esfuerzo 
realizado por estas tres profesoras y por la Universidad, al abordar el análisis de 
la reforma procesal penal, no tan solo desde la tradicional mirada de la dogmáti-
ca –para esto nos acompaña el profesor Matus– sino también desde la óptica de 
quienes conocemos el sistema desde adentro, quienes tenemos la suerte de operar 
de verdad en el sistema, en mi caso, más de 8 mil causas terminadas, y valorar lo 
que podemos aportar desde la realidad, pues conocemos y vivimos todas y cada 
una de las temáticas o tensiones que se plantean en esta obra.

Como el tiempo es poco y las afirmaciones que se realizan en esta obra son 
muchas, me centraré en algunas partes de ella que me parecen relevantes, para lo 
que voy a seguir el orden que el texto nos ofrece, refiriéndome en primer lugar a 
la conclusión a la que se arriba en el capítulo segundo denominado “la prioridad 
de la criminalidad y la reforma procesal penal”. En este interesante capítulo se 
destaca la contradicción que existe en la baja constante en las cifras que miden 
victimización real, las que muestran una caída desde un 47, 8% en 2002, a un 40% 
en 2012, y sobre todo destaca la llamada “victimización”, resalto en estas cifras 
la baja de un 43% en 2003 a un 26,3% en 2012, lo que contrasta con la cifra de 
denuncias en el mismo período, las que se han incrementado en un 61%.

No obstante las cifras expuestas, las autoras dan cuenta que la delincuencia 
sigue siendo una de las principales preocupaciones de nuestra población y esto se 
debe, en parte al menos, a la forma en que los medios de comunicación abordan 
el tema de la delincuencia, quienes atizan este temor –para bien o para mal– y el 
discurso de los actores políticos sobre el problema de la criminalidad.

Me parece relevante advertir que la publicidad de las audiencias es una garantía 
para los ciudadanos, constituyéndose en un nuevo sistema de control ciudadano de 
las resoluciones judiciales, trayendo transparencia y objetividad a las resoluciones 
y sentencias emanadas de los tribunales de justicia. Con todos los problemas que 
conllevan, es por lejos preferible para todos los intervinientes de los procesos 
penales en un Estado de Derecho que estas sean públicas. Los que tramitamos en 
el sistema antiguo sabemos de lo que hablamos, –publicidad, oralidad e inmedia-
ción– son principios jurídicos que ayudan a arribar a soluciones jurídicamente 
más precisas y de mayor calidad.
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En cuanto a los medios de comunicación me gustaría dar un enfoque distinto 
al que tradicionalmente y también en este libro se plantea en el sentido de criticar-
los, dar cuenta de sus muchas veces tendenciosa ignorancia para tratar temas tan 
delicados como los que acontecen en los tribunales de justicia. Siendo cierta esa 
afirmación, el foco quisiera ponerlo en nosotros los operadores, y cuál es el esfuerzo 
que nosotros hacemos para comunicar adecuadamente a la opinión pública lo que 
hacemos, sin jerigonzas técnicas que esconden la sustancia de las discusiones, sino 
con la transparencia que la población reclama y a la que tiene derecho, pues la 
pregunta es ¿de quién es la justicia penal en una república democrática?

Los medios son una realidad y en la sociedad moderna lo serán cada vez más 
y eso me parece que trae igualdad ante la ley y transparencia, y es deber de los 
operadores saber exponerse ante los mismos. No hay nada que dañe más al sistema 
que un operador picado, arrancando de una cámara, no contestando, mofándose 
o insultando a un periodista.

En los siguientes capítulos las autoras abordan el tema de la “Criminalización, 
penalidad, víctimas y justicia penal”.

Un punto relevante, por la poca o nula comunicación que existe entre ope-
radores, mundo académico y mundo político, produciéndose muchas veces un 
diálogo de sordos capaces de producir adefesios tales como el art. 149 del Código 
Procesal Penal, en virtud del cual por la presentación de un recurso de apelación 
del Ministerio Publico a una resolución judicial que deja en libertad a una per-
sona, se la priva de la misma hasta que sea revisada la sentencia por la Corte de 
Apelaciones respectiva.

Volviendo al punto de este capítulo en el que se coloca el foco en la expansión 
que ha sufrido el Derecho penal en el último tiempo, ejemplo ley vif, rpa, delitos 
sexuales etc., sumado al aumento de penas, todo bajo la “lógica”: más delitos más 
cárcel es igual a menos violencia y conflicto social, los procesos de criminalización, 
judicialización y penalización se suponen van a hacer que haya menos vif  o menos 
adolescentes infractores.

En cuanto al análisis pormenorizado que las autoras hacen de cada una de 
estas nuevas normas penales, en general comparto sus conclusiones, pero por 
sobre todo destaco las fuentes de las cuales extraen su información, los estudios 
de gente como Gonzalo Berríos, María Elena Santibáñez y Claudia Alarcón, nos 
enfrentan con la cruda realidad.

Como denominador común parece existir entre todas estas nuevas normas 
penales que por el solo hecho de existir no inhiben las conductas a las que su-
puestamente combaten, sino que muchas veces agudizan el problema, lo que es 
doblemente dramático, como bien analizan las autoras las cifras de reincidencia 
se dan con mayor frecuencia en aquellos que han ingresado a la cárcel por sobre 
quienes no han tenido contacto con el sistema carcelario.
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En materia de adolescentes, el tema parece ser doblemente dramático atendida 
la protección que gozan los adolescentes, los principios que inspiran dicha ley: 
“interés superior del adolescente” y “los fines preventivos de las sanciones para los 
adolescentes”, se suponía que el sistema era integrado, que todos los operadores 
iban a gozar de especialización y que la infraestructura que serviría para ejecutar 
los planes contenidos en las sentencias iban a ser los adecuados, hasta la fecha todo 
demuestra lo contrario. 

Es interesante como el libro trata el caso del “Cisarro”, a quien podríamos lla-
mar el niño símbolo de los errores, omisiones y desinterés del Estado por tomarse 
en serio este tema.

Quiero referirme en este punto al recientemente implementado control tele-
mático y decir que si bien es cierto abre la posibilidad a otorgar libertad vigilada 
intensiva y reclusión nocturna domiciliaria a un mayor número de condenados, 
constituye una nueva forma de estigmatizar a los condenados, es una herramienta 
que solo sirve de control, coloca a la víctima en la posición de vigilar al condenado 
hipertrofiando su rol en el proceso penal, dándole participación activa ahora en el 
control de la pena y constituyendo como se dijo: un moderno estigma –como lo 
fue el grillete o el uniforme a rayas en el pasado.

Sobre el acápite referido a las víctimas, destaco lo expuesto en la página 141 
por el profesor Ignacio Castillo Val, quien con toda claridad advierte cuál es la 
naturaleza del conflicto penal, que por lo mismo este conflicto es en la generali-
dad del sistema entre el Estado representado monopólicamente por el Ministerio 
Público y el imputado, y que de no entenderse así o entender que cada víctima es 
dueña de su acción penal, esta debería entonces desplazar al Ministerio Público, 
pues no sería simétrico el conflicto penal entre los intereses del imputado y dos 
pretensiones penales distintas.

Por último, me referiré al capítulo IV de este libro que da cuenta de las tensiones 
interinstitucionales, primero en el período 2007 en que se analiza la tensión entre 
los fiscales y los jueces de garantía y los partidarios de unos y otros. Por cierto, en 
esta tensión evidentemente no soy para nada neutro y me parece que la función a 
la que estaban llamados los jueces de garantía en ese momento histórico era dar 
cuenta que las garantías constitucionales no estaban “pintadas”, sino que debían 
ser respetadas por todos los órganos del Estado, particularmente por el Ministerio 
Público, pues si no, el ejercicio de la acción penal del cual tiene el monopolio, 
carecería de toda legitimidad convirtiendo la reforma procesal penal en un gato 
pardo donde todo cambia para que permanezca todo igual.

Así se pronunció la Defensoría Penal Pública a través del defensor regional 
metropolitano norte Sr. Leonardo Moreno –esperamos futuro Defensor Nacio-
nal– defendiendo públicamente por los medios lo esencial que resulta respetar las 
garantías, porque cuando se decretan medidas intrusivas como una interceptación 
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telefónica o una entrada y registro, el Ministerio Público debe actuar dentro de la 
esfera de sus facultades. 

En esta etapa, el debate se afiebró al punto de exigir sanciones a los jueces que 
no “cumplían su deber.” Por supuesto aparecieron las varitas mágicas y las solu-
ciones parche, destacando la tramitación de la tristemente célebre “agenda corta” 
ley Nº 20.253, teniendo entre sus normas estrella la modificación al artículo 149 
ya citado, el que consagra la privación de libertad por un recurso del fiscal luego 
que un juez de la República ha dejado en libertad a un detenido.

Segunda tensión entre jueces y el Ejecutivo en el año 2008, período que se 
caracterizó por la amenaza del Ministro de Justicia de la época, Teodoro Ribera, 
en hacer presente que se tomarían en cuenta las resoluciones de los jueces para 
efectos de decidir sobre sus calificaciones y ascensos.

Tercera tensión entre jueces, fiscales y el poder Ejecutivo, caso Pitronello, que 
trae de relieve la ley antiterrorista si Pitronello era o no un terrorista y si siendo 
estricto el Ministerio Público puede acreditar la intención de infligir terror en la 
sociedad con su actuación. Bullemore, Otero y Cury discreparon del voto de ma-
yoría que por una razón u otra consideran que ese acto debió haber sido calificado 
de terrorista.

En el mismo sentido, el famoso caso bombas en el que en el año 2010 Rodrigo 
Hinzpeter exigió resultados, originando que el Fiscal Nacional Sabas Chahuán 
cambie al fiscal instructor, quien en agosto de 2010 formaliza a 15 ocupantes de 
una casa okupa bajo el cargo de asociación ilícita terrorista. El resultado de este 
desastre de investigación y acusación es por todos conocido. El juez de garantía Sr. 
Luis Avilés desestimó dos tercios de la prueba, al estimar pertinentes 2.316 de las 
6.744 pruebas ofrecidas por parte del Ministerio Público, originando el ofrecimiento 
de procedimientos abreviados con penas menores, es así como en octubre de 2011 
los 9 acusados por asociación ilícita terrorista fueron Sobreseídos Definitivamente 
por no existir antecedentes que acrediten participación en ese estado de la causa 
quedando solo 6 para el juicio oral.

En junio de 2012 los 6 acusados que estuvieron 9 meses presos fueron absueltos, 
y se recalificaron los hechos a daños e incendios.

La jueza presidente declaró textualmente que “ni una sola prueba, ni un testi-
monio, ni un peritaje presentado por la fiscalía sur pudo probar la autoría en estos 
ilícitos”. La respuesta más clara de esta tensión la da el presidente de la Excma. 
Corte Suprema Sr. Milton Juica, quien refiere en el discurso inaugural del año 
judicial que la “independencia” del Poder judicial es el mejor blindaje que puede 
tener un juez. 

Las autoras refieran una cuarta tensión entre Ministerio Público, Policía y Poder 
Ejecutivo, en lo que se destaca la falta de recursos a la que aluden los fiscales para 
poder cumplir su función, cuestión en la que parcialmente discrepo porque toda 
reforma es sistémica, mayores problemas en las puntas que en las colas.


